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EL FUTURO DE LA UNIÓN EUROPEA DESDE LA PERSPECTIVA DE LAS NACIONES SIN ESTADO.
En la presente legislatura del Parlamento Europeo, los eurodiputados nacionalistas hemos logrado conseguir el imprescindible aval de tres grupos parlamentarios: el del grupo de Los Verdes – Alianza Libre Europea (donde nos integramos EAJ-PNV), el de los Liberales y el del grupo Técnico Independiente (mixto) para poder constituir el denominado “Intergrupo de Naciones Sin Estado”.  En este Intergrupo nos sumamos diputados de Andalucía, Canarias, Cataluña, Escocia, Flandes, Galicia, País De Gales, Valle de Aosta y Euskadi. A nuestras reuniones acuden, además, observadores de partidos nacionalistas de Alsacia, Bretaña, Córcega, Frisia, minoría Húngara, Silesia, etc. etc.. Es decir, representamos a los pueblos y naciones históricas de Europa.

Una de nuestras principales tareas ha consistido en la reflexión y elaboración de un documento conteniendo los principios que las Naciones sin Estado desearíamos se incluyeran en el proceso de construcción europea. Los momentos históricos que vivimos pueden suponer una oportunidad para nuestras naciones. 

A medida que se ha ido avanzando en esa construcción europea y se han ido firmando Tratados (primero fueron las tres Comunidades del Carbón y Acero, de la Energía Atómica y la Económica Europea, luego, ante la necesidad de abordar los aspectos políticos y sociales, fue la Unión Europea), se ha venido constatando que no era posible una Europa solamente de los actuales Estados.  Existen otras realidades institucionales internas (estados federados, länders, regiones y comunidades autónomas constitucionales), las cuales ostentan competencias legislativas y ejecutivas en exclusiva sobre las que cotidianamente se adoptan decisiones en los órganos comunitarios; ello origina algunos conflictos y, lo que es más preocupante, la demora en la ratificación, transposición o entrada en vigor de los acuerdos comunitarios. Las sucesivas Declaraciones (salvedades), una importante añadida por Alemania, Austria y Bélgica en el Tratado de Ámsterdam (CIG1996) y otra por la generalidad de Estados en el Tratado de Niza (CIG2000), evidencian esta problemática.

De ahí que, de acuerdo con lo desarrollado por el Consejo Europeo celebrado en Läeken (Dic. 2001), nos encontremos, en estos momentos, inmersos en un gran debate, tanto a nivel europeo como estatal, sobre cuál es el futuro de la UE, qué competencias deben ejercer los órganos comunitarios, qué rango habrá de darse a la pomposamente “proclamada” pero todavía no aprobada, Carta de Derechos Fundamentales de la UE y sobre cómo refundir, simplificar y acercar a los ciudadanos los actuales cuatro Tratados diferentes por los que se rigen, respectiva y separadamente, cada una de las tres Comunidades económicas antes citadas y la Unión Europea. 

Como primer gran paso se ha creado la llamada “Convención” para el gran debate sobre el futuro de la UE, presidida por el antiguo Jefe del Estado francés, Valéry Giscard D´Estaing, vicepresidida por los exprimeros ministros G.Amato (Italia) y J.L.Dehane (Bélgica) y conformada por otros 102 miembros titulares y suplentes que representan a los jefes de gobierno, parlamentos estatales, Comisión Europea, Comité de Regiones y Consejo Económico y Social, además del propio Parlamento Europeo. La Convención deberá concluir su trabajo en marzo de 2003 y entregará sus conclusiones a la Conferencia de representantes de los gobiernos de los Estados o Conferencia Inter-Gubernamental (CIG), la cual deberá analizarlos junto con el resultado de los debates a nivel de cada Estado y elevar una propuesta final consensuada para su aprobación en un próximo Consejo Europeo a celebrarse en Berlín a finales de 2004.

La Alianza Libre Europea (subgrupo parlamentario donde se integra EAJPNV) hemos conseguido que uno de nuestros eurodiputados forme parte de esa Convención y que la voz de los nacionalistas sea también escuchada en ese foro, además de las de otros federalistas y regionalistas con quienes compartimos algunos aspectos. Se trata del Profesor de Derecho Político y Diputado del Scotish Nacional Party, Donald-Neil McCormick quien defiende el documento elaborado por el Intergrupo de Naciones Sin Estado y que denominamos Tesis Constitucionales (ver anexo). Este documento que primero lo presentamos y debatimos con el Intergrupo por una Constitución Europea y con la Comisión parlamentaria de Asuntos Constitucionales, fue enviado el pasado noviembre a todos los Presidentes de las Asambleas Legislativas de las Regiones Europeas (CALRE) y a los miembros de la Conferencia Presidencial de las Regiones con Competencias Legislativas que se reunieron en Lieja, posteriormente fue remitido a los quince Jefes de Gobierno, así como entregado en mano en una entrevista mantenida con el Presidente de la Comisión Europea, Romano Prodi, y presentado públicamente con ocasión del pasado Consejo Europeo celebrado en Barcelona el día 15 de marzo último. Otro tanto está previsto hacer durante el próximo Consejo Europeo de Sevilla a celebrarse en junio.

Josu Ortuondo, 2002-04-30.

EURODIPUTADO DEL EAJ-PNV

INTERGRUPO DE NACIONES SIN ESTADO

en el Parlamento Europeo

TESIS CONSTITUCIONALES

Posiciones políticas 

El Intergrupo de Naciones sin Estado en el Parlamento Europeo está compuesto por miembros del Parlamento Europeo que representan a partidos nacionales de Escocia, Gales, Flandes, el Valle de Aosta, Cataluña, el País Vasco, Galicia, Andalucía, las Islas Canarias, las Islas Baleares y Valencia. Este Intergrupo se congratula de la evolución histórica de la Unión Europea hacia mayores niveles de integración a través de una soberanía compartida. La paulatina atribución de elementos de soberanía a unas autoridades supraestatales ha ido acompañada por otro proceso paralelo de descentralización en entidades políticas subestatales, lo que ha abierto nuevas posibilidades a las naciones dentro de los Estados plurinacionales, que están intentando desarrollar sus marcos políticos y legislativos y conseguir un autogobierno adecuado en el marco de la Unión Europea. 

Los miembros del Intergrupo pertenecen a organizaciones políticas que abogan por un nacionalismo democrático, cívico y universalista que fomente la defensa de los derechos humanos. Respetan las distintas formas y objetivos institucionales perseguidos en cada uno de sus países hacia el logro de la soberanía y el autogobierno de la nación. El Intergrupo defiende el principio de soberanía compartida en la construcción de una Europa política, y pide a los Estados miembros que reconozcan también este principio. Los Estados miembros deberían tener en cuenta este principio y garantizar que los poderes transferidos a la Unión Europea no recorten el grado de autogobierno ni socaven las competencias legislativas de dichas naciones, independientemente del nivel de autogobierno que hayan alcanzado hasta el momento.

La Unión Europea se encuentra en una nueva encrucijada y se enfrenta a un doble reto. Debe reconocer lo que caracteriza a sus propias instituciones, especialmente a la Comisión y al Parlamento Europeo, con el fin de lograr un equilibrio democrático entre ellas y el Consejo, que representa a los Estados. Las instituciones de representación directa no deben estar apartadas de la toma de decisiones en temas económicos y monetarios, de seguridad o judiciales. La ampliación mediante la integración de los Estados de la Europa Central y Oriental y del Mediterráneo no debe llevar al abandono de los objetivos políticos de cohesión social y territorial de la UE. Se está produciendo una especie de lucha entre, por una parte, los partidos que se inclinan por mantener la actual Unión Europea intergubernamental, en la que los gobiernos de los Estados miembros adoptan decisiones de forma no democrática y secreta y, por otra parte, los que están convencidos de la necesidad de una Unión Europea política, en la que las instituciones emanen directamente de la voluntad democrática de los pueblos y los ciudadanos. Hasta ahora, el Parlamento, directamente elegido por sus ciudadanos, y la Comisión, como instituciones característicamente europeas, han estado subordinados a los gobiernos de los Estados miembros, que detentan el poder ejecutivo y lo esencial del poder legislativo de la Comunidad a través del Consejo. De esta forma, la consecución de una Unión económica y democrática se enfrenta a retrasos en lo que respecta al control democrático y la garantía de la obtención de los derechos políticos, económicos y sociales que han existido históricamente a escala estatal o nacional. La extensión del procedimiento de codecisión a todos los sectores bajo competencia de la UE, y especialmente en los ámbitos de las políticas comunes, reducirá con el tiempo el déficit democrático. 

Frente a esta situación, se hace imperiosa la necesidad de un acuerdo constitucional que garantice el carácter político y democrático de la Unión Europea. Una Constitución Europea debería definir tanto las competencias de las instituciones europeas como las de los Estados y naciones, garantizando el pleno reconocimiento del principio de subsidiariedad en la vida de la Unión.

Debate constitucional

Como consecuencia de las reformas que tendrán lugar de conformidad con lo dispuesto en el Tratado de Niza (que debería entrar en vigor en el año 2004), el Intergrupo de Naciones sin Estado defenderá estas posiciones y principios políticos. Elaborará propuestas y presentará al Parlamento Europeo, y a la sociedad europea en su conjunto, una unión alternativa que pretenda lograr democráticamente una Unión Europea política y social, una Europa con una diversidad cultural y nacional. 

A este fin, las organizaciones políticas y los diputados europeos miembros del Intergrupo exigen las facultades políticas necesarias para representar sus intereses dentro de la Unión Europea. Hay que tomar medidas que garanticen la presencia directa de estas naciones en las instituciones de la Unión Europea. Las naciones deben asistir a las reuniones del Consejo, así como a las reuniones que celebra el Comité de Representantes Permanentes de los Estados Miembros (COREPER) antes de las reuniones del Consejo. Debe concederse a las entidades constitucionales el derecho a recurrir ante el Tribunal de Justicia Europeo. Deberían obtener un estatus privilegiado, con arreglo al Tratado, para tener acceso directo al Tribunal en los asuntos ultra vires y para proteger sus prerrogativas constitucionales en la medida en que ello implique a la UE. La presencia activa de las naciones resultaría útil para coordinar y adaptar la construcción de la Unión Europea a las nuevas realidades nacionales, muy distintas actualmente de las que existían cuando se estableció la estructura institucional de la Comunidad Europea. 

El Intergrupo considera que algunos aspectos del discurso constitucional actual en Europa no son adecuados. Todos ellos se refieren a la excesiva atención que se presta a las relaciones entre la Unión y los Estados miembros, en detrimento de aquellas partes de la Unión que son naciones dentro de los Estados de la Unión, es decir, de Estados constituidos por uniones históricas de partes anteriormente independientes y autogobernadas. La mayoría de estas naciones dentro de los Estados, o 'naciones sin Estado', aspiran (muchas lo han conseguido) al estatus de países constitucionalmente autónomos dentro de sus respectivos Estados miembros. Como tales, gozan de facultades constitucionales de gobierno que abarcan tanto el ejecutivo como el legislativo, y a veces el judicial. No obstante, desde el punto de vista de la constitución del Estado, las competencias de estas naciones dentro del Estado son facultades subordinadas desde el punto de vista jurídico. Políticamente, están normalmente arraigadas en la voluntad popular de los ciudadanos de la nación, por lo que las competencias conferidas sólo pueden revocarse, en la práctica, en circunstancias muy excepcionales. 

En el contexto del debate constitucional europeo, las naciones autónomas dentro de los Estados, además de sus aspiraciones políticas y culturales específicas, tienen en algunos aspectos reivindicaciones similares a las de los Länder de una federación como Alemania o Austria, o las denominadas 'regiones constitucionales'. Ahora bien, el término 'región' tiene una carga ideológica, precisamente porque se utiliza partiendo del supuesto de que sólo los Estados que existen actualmente ('Estados nación') son auténticas naciones. Aquí utilizaremos el término más neutral de 'entidades constitucionales dentro de los Estados', o 'entidades constitucionales', para abreviar, al presentar nuestros argumentos. Las 'entidades constitucionales', a este fin, podrían incluir tanto las naciones dentro de los Estados como las regiones constitucionales en sentido estricto. 

Nuestras siete tesis constitucionales 

Con arreglo a ello, el Intergrupo presenta las siete tesis específicas siguientes que se refieren al debate sobre una constitución europea: 

1. Es necesaria una representación parlamentaria más justa: actualmente el Consejo es la institución que representa a los Estados como tales. Si bien se afirma que el Parlamento representa a las personas y pueblos de Europa, en los Tratados el Parlamento se describe como compuesto por delegaciones nacionales, más o menos numerosas en función de la población e influencia de los Estados, aunque los Estados más pequeños gozan de una representación per cápita mayor que los grandes, con arreglo al principio de proporcionalidad degresiva. En algunos Estados, el propio Estado es una circunscripción electoral única, en la que cada partido presenta una única lista a escala estatal, aplicándose la ley de Hondt para salvaguardar el principio de proporcionalidad entre los partidos que se presentan a las elecciones para el Parlamento Europeo. 

Al menos las entidades constitucionales, ya sean naciones o regiones, pero también las regiones administrativas o geográficas de los Estados deberían constituir unidades electorales a efectos de las elecciones al Parlamento. A largo plazo, debería aplicarse más que en la actualidad el principio democrático que confiere el mismo valor al voto de cada ciudadano (por ejemplo, Luxemburgo dispone de una representación mucho mayor que Euskadi y Dinamarca tiene el doble de representantes que Escocia para la misma población). Si se mantiene el principio de la proporcionalidad degresiva, debería aplicarse región por región y no Estado por Estado.

2. Debería existir una concepción más amplia de la subsidiariedad. Es necesario afianzar las competencias ejercidas por los poderes legislativo y ejecutivo de las entidades constitucionales dentro de los Estados miembros frente a la erosión por parte de las instituciones de la Unión, de la misma manera que se hace con los poderes de los Estados. A su vez, la definición de las competencias respectivas entre los Estados y las entidades constitucionales debe reflejarse en el diseño constitucional de la Unión Europea. A este respecto, las naciones internas y las regiones constitucionales difieren, de hecho y de derecho, de las regiones geográficas o administrativas. Para poder dirigir los asuntos públicos adecuada y eficazmente, la autoridad administrativa correspondiente debe estar próxima a los pueblos y ciudadanos. En cualquier caso, los parlamentarios miembros del Intergrupo se oponen a la interpretación del principio de subsidiariedad de que se aplique solamente a las relaciones entre los Estados miembros y las instituciones de la Unión. La subsidiariedad debería significar transferencia de asuntos ejecutivos importantes y decisivos al nivel más cercano a los ciudadanos,  y llegar a una participación efectiva de todos los países y naciones de la Unión Europea en las instituciones comunitarias.

3. La Unión debe reconocer la idea de pluralismo constitucional. Es decir, debe reconocerse sin ambages que las constituciones de los Estados, así como las de las entidades constitucionales dentro de ellos, existen independientemente de la constitución de la Unión. Su validez no depende de ella, y no pueden verse canceladas ni anuladas por la acción legislativa de la Unión. Ello es el corolario lógico de la subsidiariedad en su más amplio sentido, en el que insistimos. Las actuales competencias judiciales de la Unión no son plenamente adecuadas para tratar este tema, a pesar de la notable actuación, durante muchos años, del Tribunal de Justicia Europeo. Es necesaria alguna forma de tribunal u órgano constitucional especial, que cuente con magistrados especializados en Derecho constitucional de los Estados miembros, las regiones constitucionales y el Tribunal de Justicia Europeo, para tratar los temas que planteen conflictos constitucionales.

4. Esta idea de pluralismo constitucional implica una concepción muy descentralizada de la Unión. Es decir, la Unión todavía no es, y no tiene por qué llegar a ser nunca, el lugar de una soberanía absoluta única ejercida en nombre de todo el corpus de ciudadanos de la Unión como un todo único. Existe una soberanía dividida y equilibrada de forma que los pueblos de cada Estado sigan siendo los dueños de la constitución de su Estado, a la vez que colaboran con los demás bajo una ciudadanía común de la Unión para establecer una soberanía limitada a escala de la Unión. Habría que considerar que las entidades constitucionales tienen un derecho similar dentro de los Estados miembros. El debate sobre el 'federalismo' debería tener plenamente en cuenta este carácter, fuertemente descentralizado, que debe tener la Unión. De hecho, éste es el rasgo de la esperada constitución de Europa que hace que 'confederación' sea un término al menos tan adecuado como 'federación'. 

5. Habría que reconocer la posibilidad de una ampliación desde dentro. Cabe debatir si las naciones que actualmente son entidades constitucionales dentro de los Estados de la Unión obtienen ventajas suficientes dentro de la Unión Europea en su situación actual que compensen sus desventajas comparativas con las naciones de tamaño similar que son Estados miembros de la Unión. Algunos partidos nacionalistas en algunas entidades constitucionales tienen como objetivo político explícito conseguir la independencia nacional dentro del marco europeo. En el caso que nos ocupa, se trata de entidades que cumplen los 'criterios de Copenhague' de forma que, si fueran Estados externos que solicitasen su admisión como países candidatos, tendrían vía abierta. Es importante introducir una doctrina sobre las condiciones y la posibilidad de la 'ampliación desde dentro'. 

6. El Comité de las Regiones reproduce el problema del desequilibrio existente en el Parlamento, por lo que no puede responder adecuadamente a las necesidades de las entidades constitucionales dentro de los Estados miembros. Una institución que, se supone, permite a las 'regiones' tener voz en los procesos de la Unión debería ser un reflejo, en cierto grado, de la población relativa de sus circunscripciones. En lugar de ello, el Comité de las Regiones, tal y como está concebido actualmente, se limita a reproducir con números proporcionalmente menores la distribución de los escaños entre Estados que se da en el Parlamento Europeo. Ello da lugar a comparaciones absurdas, como que Luxemburgo tenga más miembros que Galicia, Gales o Flandes, o que las regiones de Dinamarca tengan una representación mayor que Cataluña, Andalucía o las Islas Canarias. Lejos de ofrecer a las entidades constitucionales un foro que les permita compensar sus desventajas proporcionales en otras instituciones, el Comité de las Regiones se limita a intensificar esas desventajas.

7. Las consideraciones culturales y sociales revisten gran importancia en la construcción de Europa. El reconocimiento de las entidades constitucionales dentro de los Estados miembros no es importante como fin en sí mismo. Europa es esencialmente una familia de culturas y la diversidad cultural, incluida la diversidad lingüística, tiene un valor fundamental para la construcción de Europa. Lo mismo puede decirse de la solidaridad entre las distintas partes de nuestro continente. Por ello, sigue siendo importante perseguir unos niveles comunes y elevados de bienestar en toda la Unión. Es necesario proteger la diversidad lingüística de la Unión Europea.

Las lenguas oficiales de las naciones sin Estado deben ser reconocidas como elementos esenciales de la rica herencia cultural de la UE. Hay que conceder los mismos derechos legislativos a las lenguas oficiales de las naciones sin Estado que a la lengua oficial del Estado miembro.

En lo que atañe a los Fondos Estructurales, deberá aplicarse el equilibrio territorial y la cohesión social. Habría que establecer una política de empleo a escala de la UE y reforzar y desarrollar sectores productivos como la agricultura, la pesca y las industrias tradicionales e innovadoras de las naciones y regiones. El reconocimiento del estatus de las entidades constitucionales es parte de este proceso.
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